PRONUNCIAMIENTO  DE LA SOCIEDAD CIVIL FRENTE A LA LEY 1306 SOBRE EL RECONOCIMIENTO DE LA CAPACIDAD JURIDICA DE LAS PERSONAS CON DISCPACIDAD INTELECTUAL  Y PSICOSOCIAL EN COLOMBIA
Presentación:
Con el apoyo de Handicap Internacional, Instituto Interamericano sobre  discapacidad y desarrollo Inclusivo (IIDI) y la Red latinoamericana de Organizaciones no Gubernamentales de personas con discapacidad y sus familia (RIADIS) durante el año 2010; Asdown Colombia y Fundamental Colombia con el acompañamiento y asesoría del Programa de Acción por la Igualdad y la Inclusión Social (PAIIS) de la Facultad de Derecho de la Universidad de los Andes desarrollaron un proceso conjunto de encuentro y de construcción colectiva con personas con discapacidad, líderes, organizaciones sociales, profesionales de atención, abogados, jueces, entre otros.

Dichas mesas de trabajo se realizaron para revisar críticamente el contenido de la Ley 1306 de 2009 a la luz de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y generar un pronunciamiento público sobre sus principales preocupaciones y recomendaciones para avanzar en el tema de la regulación legal de la capacidad jurídica en Colombia.
1. La Capacidad Jurídica en la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

El artículo 12 de la Convención de Naciones Unidas dice lo siguiente: 


Igual reconocimiento como persona ante la ley 
Los Estados Partes reafirman que las personas con discapacidad tienen derecho en todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica. 

 Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad tienen capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos de la vida. 

 Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso a las personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica. 

Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para impedir los abusos de conformidad con el derecho internacional en materia de derechos humanos. Esas salvaguardias asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona, que no haya conflicto de intereses ni influencia indebida, que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de la persona, que se apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a exámenes periódicos, por parte de una autoridad o un órgano judicial competente, independiente e imparcial. Las salvaguardias serán proporcionales al grado en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de las personas. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Partes tomarán todas las medidas que sean pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a ser propietarias y heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y velarán por que las personas con discapacidad no sean privadas de sus bienes de manera arbitraria. 

Este artículo que hace referencia al tema de capacidad legal de las personas con discapacidad, es decir a la posibilidad de ejercer sus derechos, introduce un cambio paradigmático para las personas con discapacidad, especialmente con discapacidad cognitiva y psicosocial. En efecto, los sistemas jurídicos tradicionalmente consideran que las personas con discapacidad, sobre todo las personas con discapacidad cognitiva y psicosocial si bien son sujetos de derechos, se presumen incapaces para el ejercicio de los mismos. Por ende, la regla general ha sido establecer un sistema de sustitución en la toma de decisiones de las personas con discapacidad, de manera que otra persona por ella, tome las decisiones relativas al ejercicio de los más variados derechos: desde temas patrimoniales, médicos, laborales, etc.  El artículo 12 de la Convención, tiene un enfoque distinto, pues elimina la presunción de incapacidad frente a las personas con discapacidad y exige que la regla general en materia de capacidad legal no sea ya la sustitución de la voluntad sino el Apoyo en la toma de decisiones. El centro como explícitamente lo señala el artículo 12, es que en todo sistema legal, se adopten mecanismos que ante todo respeten los “derechos, la voluntad y las preferencias de la persona con discapacidad”.
Algunos puntos para tener en cuenta sobre lo dispuesto en el artículo 12 de la Convención:

· Los contenidos del artículo 12 son resultado de la lucha histórica de las personas con discapacidad y de sus organizaciones a nivel internacional; no son la imposición de un Estado o de la comunidad internacional, sino el resultado de un proceso de concertación a nivel global.
· Todas las personas por el hecho de existir tenemos derecho a la personalidad jurídica, al reconocimiento como sujeto de derechos. La capacidad jurídica es diferente, se refiere a la posibilidad que tenemos las personas de ejercer nuestros derechos en la vida cotidiana.
· La Convención exige a los Estados que reconozcan que las personas con discapacidad tienen capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos de la vida. La discapacidad no puede utilizarse como un factor para presumir la incapacidad de las personas. 
· La Convención exige también que los Estados brinden las medidas de apoyo a las personas con discapacidad para tomar las decisiones. Estas medidas deberán tener en cuenta las necesidades especiales de las personas con discapacidad, de manera que puedan ejercer su capacidad jurídica en condiciones de igualdad. 

· No se trata de sustituir o tomar las decisiones por el otro, sino buscar un sistema en donde se potencie la toma de decisiones por parte de la personas con discapacidad, que sus deseos, intereses y gustos estén presentes.

· Los apoyos que deben brindarse a las personas con discapacidad para el pleno ejercicio de su capacidad jurídica deben responder a la diversidad de condiciones de cada persona, de sus necesidades y posibilidades concretas. 
· No se trata de homogenizar dando órdenes generales y aparentemente aplicables a todos, se trata que el juez y los operadores jurídicos tomen decisiones concretas en función de la diversidad que presenta cada persona con discapacidad. 
2. Observaciones críticas a la Ley 1306 de 2009.

El régimen de capacidad jurídica que afecta a las personas con discapacidad, está contenida en diferentes normas del ordenamiento jurídico, pero principalmente en el Código Civil. No obstante en el 2009 el legislador colombiano expidió la Ley 1306 de 2009, a través de la cual se modifican diferentes artículos del Código Civil en aspectos relacionados con el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad. Entre otros cambios, la ley  introduce reformas sustanciales en materia de procesos de interdicción, de inhabilitación y de internamientos psiquiátricos. 
Aunque esta ley se presentó como un avance para los derechos de las personas con discapacidad este pronunciamiento quiere dejar en claro que el la Ley 1306 de 2009 no atiende a los postulados de la Convención de Naciones Unidas y tanto su proceso de elaboración, como su contenido, dista mucho de la apuesta que en materia de capacidad jurídica quiere hacer este importante instrumento internacional. Aunque Colombia no haya culminado el proceso de ratificación de la Convención, una reforma  central en la vida de las personas con discapacidad cognitiva y psicosocial, como la que introduce la Ley 1306 de 2009, no puede alejarse de los postulados del  instrumento internacionales más importante en materia de discapacidad. 
A continuación se reseñan algunos de los problemas de dicha ley, que fueron identificados a través de un proceso de discusión colectiva entre personas con discapacidad, sus familias, y organizaciones que defienden sus derechos: 

· La reforma al Código Civil a través de la expedición de la Ley 1306 de 2009 fue hecha sin la participación activa y eficaz de las personas con discapacidad cognitiva y psicosocial, sus familias y las organizaciones que traban por y con ellos, que son sus principales destinatarias. Como ha sido tradicional, las medidas en materia de capacidad jurídica terminan siendo escritas por abogados y legisladores que no tienen en cuenta las experiencias vitales. Toda legislación en materia de discapacidad, debe contar con la participación y la experiencia de vida de las personas con discapacidad y de sus familias. 

· La Ley 1306 de 2009 se estructura bajo la idea sustitución de la toma de decisiones de las personas con discapacidad, lo cual va en contravía a los planteamientos de la Convención que a la luz del artículo 12 exige como regla general proveer apoyos en la toma de decisiones para permitir su dignificación como sujeto de derechos, la igualdad, la inclusión y su participación plena en la sociedad.
· La Ley aborda defectuosamente los tipos de discapacidad a la luz de los estándares internacionales fijados por la Clasificación Internacional del Funcionamiento (CIF) y la Convención de Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad.  Según la Convención,  la discapacidad se clasifica en cuatro tipos: física, sensorial, intelectual y mental
. La Ley no distingue con claridad la discapacidad mental de la intelectual y en diferentes artículos  las asimila, de manera discriminatoria, a otras condiciones como la “prodigalidad” o “la inmadurez psicológica”. De hecho, incurre en el grave problema de asimilar la discapacidad a minoría de edad.  

· La Ley no aborda la discapacidad como una condición humana diversa objeto de la especial protección por parte de la Constitución de 1991
 sino como una enfermedad, o como una condición de anormalidad que debe ser protegida, normalizada y homogenizada. Esta forma de entender la discapacidad no corresponde al modelo social y al modelo de derechos humanos que a la luz de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad debe servir como parámetro para abordar la discapacidad. La  regulación legal de la capacidad jurídica debe responder a esa condición diversa y dar apoyos uno a uno en función de esa misma diversidad.
· La Ley refuerza la tradición civilista-romana según la cual la principal preocupación del régimen de la capacidad jurídica es el manejo del patrimonio y la conservación de la seguridad del negocio jurídico. Contrario a la Convención cuyas prioridades son: la realización de los derechos humanos, la vida autónoma e independiente, la igualdad, la inclusión social y la plena participación pública y política. La ley implica una especial atención por las decisiones patrimoniales, perdiendo de vista que las decisiones más importantes de la vida cotidiana no son necesariamente del orden patrimonial. Aquello que protege principalmente el artículo 12 de la Convención es la capacidad de tomar decisiones autónomas, de forma libre y en condiciones de igualdad. La protección patrimonial es importante, pero el centro es la persona con discapacidad y su capacidad para decidir.
· El desarrollo legal que se ofrece e la Ley 1306 está mediado fuertemente por el modelo médico-rehabilitador que considera a las personas con discapacidad como pacientes, a la discapacidad como una enfermedad que se padece y frente a la cual la habilitación y la rehabilitación son lo más importante. Se requiere avanzar en el modelo social y en el modelo de derechos humanos
, en donde el sujeto más importante no sea el profesional de la medicina, sino la misma persona con discapacidad, sus familias y sus redes sociales.
· El apoyo en la toma de decisiones y la regulación de la capacidad jurídica no debe versar en función, como lo hace la Ley 1306 de 2009, de la severidad de la patología o del deterioro de la salud. Por el contrario debe ser las capacidades concretas, los niveles de discernimiento y las posibilidades reales de la persona, entre otros, a los que el juez debe acceder, no sólo por medio de los profesionales de la medicina, sino de familiares, amigos y en general por medio de las redes sociales de la persona con discapacidad, para proveer los criterios para el apoyo en la toma de decisiones en cada caso concreto, esta protección debe dar cuenta de la diversidad y de la amplitud de necesidades de la persona.
· La Ley integra una clasificación estricta entre incapacidad absoluta y relativa, la cual se deriva de una mezcla desafortunada de los conceptos de discapacidad y del tratamiento civilista de la incapacidad que no responde ni a la realidad de las personas con discapacidad, ni a los conceptos de la Convención, ni a los estándares internacionales para la clasificación de la discapacidad establecidos en la CIF.
· A la luz de la Convención no existe la discapacidad absoluta, todas las discapacidades implican necesidades relativas y diversas en función de las capacidades especiales de las personas con discapacidad.
· La Ley acertadamente contiene menciones a un amplio espectro de derechos humanos de los cuales son titulares las personas con discapacidad, en algunas disposiciones parece entender y desarrollar de forma efectivo el modelo de derechos humanos para abordar la discapacidad. Sin embargo la mayoría de los contenidos de dichos derechos no son desarrollados al interior de la ley por cuando exceden el objeto del régimen de la capacidad jurídica.
· La Ley implica una la periodicidad de la revisión de la medida de protección, dicha disposición
 acertada a la luz del Convención, sin embargo es necesario tener en cuenta las posibilidades reales del juez de llevarla a cabo y al mismo tiempo es necesario no exigir únicamente una valoración médica, sino tener en cuenta a un grupo de personas cercanas más ampliado, así como a las persona con discapacidad en concreto. 
3. Experiencias y buenas prácticas.

Entrevistas a personas con discapacidad cognitiva
Oscar Leonel Quintero; -Porque uno puede hacer lo que sabe hacer!
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Señor Oscar Leonel Quintero (quien aparece en la foto) vive en al ciudad de Cúcuta, Norte de Santander, en Colombia. Tiene hoy 38 años ha vivido su vida con su condición de persona con  Síndrome de Down, diagnóstico  que le genera discapacidad intelectual, hoy cuenta con una vida autónoma e independiente.

Oscar Leonel es una persona reconocida en su comunidad, gracias a su participación activa en todos los escenarios sociales.

Logró finalizar sus estudios de secundaria, en educación regular, se enorgullece mucho de haberlo logrado a pesar de todo el esfuerzo que le costó alcanzar el grado de bachiller, por la resistencia de los docentes en el colegio curso solo hasta grado 8º, tuvo que terminar su bachillerato ya en su  vida adulta, validando  por ciclos.

Ha participado en actividades deportivas, en las cuales se ha destacado por su compromiso y entrega, ha ganado varias medallas en competencias deportivas en  la disciplina de natación.

Su vida transcurre  normalmente, es socio de la agencia de viajes Arco Iris (Compañía o empresa de la familia), en donde se desempeña como mensajero, debe realizar consignaciones en los bancos, entregar tiquetes aéreos y otro tipo de actividades propias de la mensajería, actividades que realiza movilizándose en transporte público, escribe y lee y domina asuntos relacionados con manejo de dinero.

Lo que más lamenta y cree fue lo más duro que le pasó en su trabajo es haber caído en el famoso engaño que se conoce como “paquete Chileno” dónde le cambiaron su paquete de dinero (3.000.000) por billetes de papel. Dice que le parece “tenaz que alguien se quede con lo que uno ha trabajado tan duro”. Sus padres manifiestan que ha sido la primera y última vez que a Oscar le pasará algo así, que ellos confían en que aprendió la lección y que además es algo que le puede pasar a cualquier persona no sólo a Oscar por su condición. Después de esto Oscar continúa llevando a consignar dinero y sigue tomando las medidas de seguridad necesarias.

Otra gran fortaleza que tiene Oscar es manejar muy bien su teléfono celular, lo carga con minutos, guarda información, usa la calculadora en fin tiene muy buenas habilidades para desempeñarse en la cotidianidad de su vida y emplear las herramientas necesarias.

Devenga un salario que paga su padre quien es el dueño de la  agencia de viajes, como remuneración justa a su  trabajo. En una ocasión nos cuenta que tuvo que denunciar a su papá ante la oficina de trabajo, por no considerar que estaba siendo su labor bien remunerada, quería aumento de salario y lo consiguió.

Tiene sus propia cuenta Bancaria, que él maneja con tarjeta debito. El abrió su cuenta y es él mismo quien se entiende con el gerente del banco, dice que dio orden expresa en el banco para que “ni su mamá fuera a revisar el saldo de su cuenta”. Maneja su dinero, es ahorrador y además muy detallista con todas las personas.

Oscar sueña con casarse, tener un hogar, una mujer que lo ame y acepte tal y como él es.  Ha tenido varios romances de los cuales también dice mejor callar, pero se enamora muy fácilmente.

Como experiencia de buena práctica encontramos que  Oscar es una persona con toda la posibilidad para poder tomar sus propias decisiones, su ejemplo de vida autónoma e independiente, nos muestra que es posible participar en entornos sociales, como el trabajo, los escenarios de recreación y deporte, en educación y también tomar decisiones sobre temas de más complejidad, como retirar una suma de dinero y decidir en que la invierte, tomar decisiones frente a para que decide ahorrar dinero, tener claro que quiere compartir su vida con una persona que lo comprenda y que quiera al igual que él formar una familia, con toda la claridad de lo que implica, Oscar sabe que tendría que trabajar más para poder mantener su hogar, pagar arriendo, servicios en fin todo lo que se asume cuando se decide a tomar decisiones tan seriar para la vida, le gustaría también poder tener un hijo.

Vale la pena anotar que Oscar es un tío maravilloso, sus sobrinos que aún son muy pequeños son su adoración tiene (dos) a quienes lleva a sus actividades deportivas, los espera y es demasiado responsable cuando su hermana le delega esa tarea de acompañar o recoger a los sobrinos en sus actividades extracurriculares.

Oscar decide si viaja a cumplir con las invitaciones que le hacen, viaja solo y consulta a su mamá especialmente sobre las decisiones que toma, también confía mucho en el criterio de su hermana.

Maria Reyes; - Mi microempresa, me gusta y me hace feliz!!
[image: image3.jpg]


María Reyes Matíz, vive en Bogotá, tiene 28 años, su condición biológica ha sido definida como síndrome de down, sin embargo María es una luchadora por que sus derechos sean reconocidos y respetados.

María nos cuenta que ella no estudió en colegios con niños regulares, sino en educación especial, pero sus padres siempre le exigieron buen comportamiento y compromiso con sus deberes, aprendió  a leer y a escribir con una muy buena maestra que María aún recuerda con gran aprecio, porque dice “creyo en mi y me tuvo mucha paciencia” 

Hoy María tiene una micro-empresa de Mermeladas que ella misma prepara, aprendió a hacerlo cuando su madre insistía en buscar una opción ocupacional y laboral, primero intentaron que fueran empanadas, lo cual María nunca compartió, fue así como en otra institución aprendió la elaboración de mermeladas, todo el proceso y eso si me gusto dice ella feliz 

Aún lucha porque su mamá le permita manejar su dinero, ella dice que sabe cuanta plata tiene en la cuenta, además maneja muy bien sus pedidos, los entrega y conoce el dinero perfectamente,  por lo que manifiesta que  le ha solicitado a su mamá le enseñe a manejar el cajero y la tarjeta debito, porque ella considera que lo puede hacer y adquirir mayor independencia económica.

Hoy cuenta con un catálogo de productos muy bien diseñado, que ofrece sobre todo en épocas especiales, como cumpleaños, navidad, amor y amistad, es cuando más vende dice María.

Ha participado en ferias hasta de 10 días vendiendo sus deliciosas mermeladas, también con Asdown ha logrado vender mucho su producto y con compañías tan serias como el Banco de Occidente.

María le gusta vivir sola en su casa, su mamá ha tenido que viajar por largas temporadas a Francia donde vive su hermana y ella se queda en casa al cuidado de personas que no son de su familia, pero que la conocen de hace muchos años. Sólo para supervisar que todo marche bien en casa, María considera que ella puede vivir sola y no contempla para nada la posibilidad de casarse, dice que prefiere su independencia y no tener a nadie que la moleste. Le encanta salir con sus amigos y amigas a comer, oír música o a fiestas de cumpleaños.

María ha estado durante largos periodos (6 meses) en Francia, paseando y conoce mucho de la Cultura Francesa, vive muy orgullosa de su hermana que vive allí y tiene dos sobrinos.

María sueña con aprender de sistemas, manejar el Facebook y chatear con sus amigos, también vivir en su casa y nunca en una institución, dice que esos lugares son para ancianos y que ella puede llevar su vida en su apartamento sin problema.

Desea seguir comercializando sus mermeladas y que pronto una cadena de supermercados como Carrefour le compre una gran producción, para ella dar trabajo a otros chicos como ella.

Notamos entonces como María tiene una clara autonomía y autodeterminación frente a temas relevantes de su vida, sabe con mucha claridad que quiere y que no, que le gustaría hacer y que no, participa además en todos los entornos sociales que se le ofrecen, no tiene reparos en convencer sobre lo bueno que es el producto que comercializa, hace negocios, toma pedidos y creo que es claro que requiere de soportes mínimos de  apoyo para tomar decisiones sobre todo en lo referente a sus decisiones económicas nada más.

Entrevistas a personas con discapacidad psicosocial

El proceso de recopilación de buenas prácticas relacionado con las entrevistas a personas con discapacidad psicosocial, presento grandes dificultades por los efectos que el estigma han generado tanto individual como socialmente.

La gran mayoría de personas con diagnósticos psiquiátricos que se abordaron no aceptan o desconocen que están en condición de discapacidad, porque conciben a la discapacidad dentro del enfoque de tradicional y medico asistencialista.

Otro  grupo de personas con diagnostico psiquiátrico que fueron invitados a participar de las entrevistas porque han logrado el reconocimiento y goce de su capacidad jurídica, profesionales reconocidos en distintos ámbitos nacionales, no aceptaron ser entrevistados por miedo a ser juzgados, estigmatizados y marginados  por su diagnostico psiquiátrico e incluso temiendo perder su empleo al hacer visible su proceso de salud mental.

Las entrevistas que se realizaron reflejan la visión  personal de usuarios de servicios de salud mental, personas con diagnostico psiquiátricos que comparten su experiencia de vida en temas relacionados con la discapacidad psicosocial, el rol de la familia en su proceso de salud mental, estrategias y sugerencias para el reconocimiento individual, así como algunas recomendaciones para lograr este proceso de reconocimiento y goce de la capacidad jurídica.

Jorge Cardoso; una persona modelo en el manejo de la bipolaridad.
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El abogado Jorge Cardoso ha liderado desde hace mas de 10 años la conformación de grupos de apoyo para personas discriminadas por diferentes tipos de patología; es así, cómo se han conformado más de 13 grupos (bipolares, esquizofrenia, anorexia y bulimia, depresión y pánico, síndrome de tourette, entre otros), el manejo y mantenimiento de estos grupos de apoyo, que van muy de la mano de modelo medico asistencialista, intenta favorecer los procesos de autonomía de las personas con trastornos mentales.

En estos grupos se desconoce la existencia de la discapacidad psicosocial, no hay claridad en el término y sus implicaciones en el área de los derechos humanos, la discapacidad se enmarca en las deficiencias visibles desde lo corporal, se reivindica constantemente  el término “paciente”, en especifico,  la discapacidad psicosocial se asocia exclusivamente a la enfermedad solamente en periodos de crisis y/o hospitalización psiquiátrica. De esta manera cuando no hay crisis es decir; hay estabilidad mental y emocional ya no hay discapacidad, es un proceso que se asocia netamente a la persona, su consumo de medicamentos neuropsiquiátricos y atención en salud mental y psiquiatría.

El Rol de la familia es muy importante en lograr la estabilidad y equilibrio mental, pero es ésta quien desconoce los procesos de salud mental en su gran mayoría, y es por esta razón que refuerza el imaginario negativo que llamamos “Estigma” muy pocos usuarios de salud mental cuentan con un apoyo asertivo y proactivo de la familia que favorece los procesos de recuperación y reinserción a la vida social, son procesos prolongados y desgastantes que no muchos núcleos familiares asumen.

El Rol de los grupos de apoyo se centra en informar a los pacientes sobre signos y síntomas de cada tipo de trastorno, así como el manejo inmediato en caso de crisis, genera adicionalmente un referente par en un proceso patológico crónico.

En cuando a la toma de decisiones es evidente que no se favorecen procesos de autonomía fuertes, pues las decisiones están condicionadas por el profesional de la salud, el medicamento, la familia y por último el paciente, ya que en el discurso de enfermedad el modelo está tan remarcado que todos los miembros están enfermos, asunto que remarcan con gran facilidad.

Por su profesión de abogado existe gran claridad del concepto de capacidad jurídica, cabe destacar que en su experiencia personal, afirma que en periodos de crisis psiquiátrica esta capacidad jurídica se pierde y una vez superado el proceso de salud mental se recupera automáticamente, el goce pleno de la capacidad jurídica, se retoma progresivamente a medida que se gana confianza y se fortalecen la autonomía y autogestión.

Por otra parte existe un gran desconocimiento de la convención de la ONU sobre los derechos de personas con discapacidad, sus alcances y cambio de enfoque que en discapacidad propone, Jorge Cardoso apoya parcialmente la figura de interdicción a personas con trastornos mentales como una medida de protección patrimonial y sugiere una revisión exhaustiva del tema en caso de ser modificado.

Hemos consideramos al Abogado Jorge Cardoso Ginas  dentro de las buenas prácticas por su liderazgo en el tema de salud mental, por visibilizar la problemática de las enfermedades mentales  e intentar agrupar personas que históricamente han sido marginadas por un proceso de salud mental desconocido y estigmatizado por la sociedad.

Joaquín Gómez; en la búsqueda continua de la autonomía. 
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Joaquín Gómez Montes  de profesión psicólogo y Chef, hace parte de Fundamental Colombia, trabaja dentro de un programa denominado REALIDAD (Reconocimiento, Encuentro, Autoestima, Liderazgo Individual, discapacidad psicosocial, Autogestión  y Desarrollo), una persona con un diagnostico de trastorno esquizoafectivo que consume medicamentos psiquiátricos regularmente.

Ha conocido diversos esquemas de tratamiento psiquiátrico que trascienden la hospitalización, grupos de apoyo, internados rurales entre otros. Es una persona que se ha identificado con la filosofía de Fundamental Colombia y el enfoque social y de derechos que plantea la convención de la ONU sobre derechos de personas con discapacidad.

Aunque no se considera una persona con discapacidad, se enmarca en el concepto ya que a raíz de su diagnostico psiquiátrico y sus múltiples recaídas no ha podido trabajar, adelantar estudios de postgrado o realizar actividades complementarias como el arte y la culinaria que son sus mayores áreas de interés. Sus periodos de estabilidad han sido cortos y es aquí donde siempre en búsqueda de su autonomía, abandona los tratamientos psicofarmacológicos cosa que  ha facilitado hospitalizaciones casi en repetidas ocasiones, es así como; el no consumo de medicamentos y no aceptación de un diagnostico psiquiátrico han favorecido este proceso. 

Su familia a cumplido un papel maratónico de acompañamiento y seguimiento de su proceso de salud mental (más de 10 años desde la primera crisis)  al punto de ser ellos quienes detectan sus conductas previas a la crisis, han favorecido dentro de sus posibilidades el equilibrio y protección para su bienestar físico y mental, desafortunadamente su proceso de salud mental no facilita estas apreciaciones y esfuerzos.

Los grupos de apoyo y estrategias de apoyo terapéutico que ha tenido acceso han facilitado brevemente su estabilidad es un buen guía cuando mantiene el equilibrio, es autónomo y trabaja en pro de sus intereses, cuando las situación es adversa se enfrenta a detonadores que facilitan sus periodos de crisis.

En cuando a la toma de decisiones es una persona introspectiva y solitaria que se sumerge en su propio consejo y reflexión  en raras ocasiones consulta o solicita apoyo para toma de decisiones

Por su profesión de psicólogo considera que la capacidad jurídica es lo que nos hace ciudadano, cabe destacar en su experiencia personal menciona que no ha logrado el reconocimiento y goce de su capacidad jurídica, por sus continuas recaídas, lo que no ha permitido que tenga una estabilidad laboral y emocional  que facilite su autonomía y auto sostenimiento.

En la actualidad Joaquín Gómez estudia la CDPD y se identifica con el respeto a la diversidad y la diferencia, es importante destacar su importante experiencia de vida en donde plantea que es mucho más que un diagnostico psiquiátrico, que las condiciones de discapacidad psicosocial se dan más por los choques de expectativas y violación de derechos e intereses personales.

En cuanto a la Interdicción el rechazo es absoluto y considera dentro de su argumento que se debería contemplar aplicarla a psicópatas como jefes paramilitares o guerrilleros que realmente hacen un daño significativo a la sociedad. Es importante destacar en este punto la reflexión que se deja, realmente quien tiene la autoridad moral o académica para determinar una muerte civil, como lo es la interdicción. 

Hemos considerado al Psicólogo Joaquín Gómez  dentro de las buenas prácticas por su lucha individual en su proceso de salud mental, por sus deseos de encontrar y desarrollar estrategias individuales que favorezcan su proceso en la toma de decisiones, su autonomía y liderazgo individual.

4. Recomendaciones.

Más allá de lo médico, hacia el enfoque de derechos humanos para abordar la discapacidad.
Es necesario superar el modelo médico-rehabilitador que permea el ordenamiento jurídico colombiano, se requiere introducir en él el modelo social y de derechos humanos y los contenidos de la Convención para ello recomendamos:
· Dejar de asimilar a la persona con discapacidad como un paciente o persona enferma y por el contrario entender que la discapacidad es un elemento característico de la diversidad humana.
· Si bien la atención en salud, el cuidado, la habilitación y la rehabilitación de las personas con discapacidad son importantes, no agotan el espectro de necesidades o derechos. 
· Es necesario abordar a la persona con discapacidad como un sujeto con múltiples y diversos intereses, reafirmar su personalidad, individualidad, autonomía, con un proyecto de vida en el cual las decisiones para desarrollarlo (sean de contenido patrimonial o no) sean tomadas por él mismo o con el apoyo debido. 
Más allá de la protección de las personas con discapacidad, hacia el apoyo en la toma de sus propias decisiones:

Se requiere cambiar el paradigma mediante el cual abordamos el tema de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad. Debemos superar aquel que exige nombrar un tutor que tome las decisiones por él, sustrayendo así de la persona su capacidad jurídica para protegerlo. 
Se requiere avanzar en el paradigma de toma de decisiones con apoyo y/o toma de decisiones anticipadas  en donde se reinvindica la posibilidad de las personas de tomar sus propias decisiones y se le brindan una serie de apoyos en función de su condición particular y de sus necesidades especiales, por ello observamos:
· Que no basta una norma jurídica, se requiere de prácticas que igualmente estén permeadas por los contenidos de la Convención de Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad, sobre todo de las familias y de las entidades públicas que acompañan el proceso (Juez, ICBF, Medicina Legal, entre otros).
· La necesidad de determinar en cada caso concreto el espectro de decisiones autónomas que puede tomar la persona con discapacidad, de aquellas en las que necesita apoyo y otras en las que su posibilidad de decisión debe ser reemplazada por completo. Teniendo en cuenta que lo principal no es la protección del patrimonio sino la potenciación de los más altos niveles de autonomía para que las personas con discapacidad puedan tomar sus propias decisiones, sobre todo aquellas más cotidianas para desarrollar su proyecto de vida.
· Que para determinar dicho espectro el juez no sólo debe tener en cuenta el criterio médico, de los peritos o auxiliares de la justicia, sino por el contrario las redes sociales: la familia, sus amigos, allegados, profesores, compañeros de escuela, profesionales que han participado en su rehabilitaciones, y todos los demás que puedan proporcionarle a juez los elementos para hacerse a una idea de las posibilidades reales, concretas e individuales.
Frase final:
Las decisiones sobre las personas no pueden ser tomadas al margen de ellas, el tema de la capacidad jurídica no puede ser abordado o regulado por el estado de forma privada, debe por el contrario, recoger y dar cuenta las experiencias vitales de las personas con discapacidad para proveer la posibilidad de tener una vida independiente, el goce de sus derechos humanos y el avance en los contenidos del a Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
� Cfr. Artículo 1° de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.


� Cfr. Artículos 13, 47, 54 y 68 de la Constitución Política de 1991.


� Cfr. PALACIOS RIZO, Agustina. (2008). El modelo social de discapacidad: orígenes, caracterización y plasmación en la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Madrid: Cinca. 


� Cfr. Artículo 29 de la Ley 1306 de 2009.





